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Radicación n° 11001-22-03-000-2019-00875-01



ARIEL SALAZAR RAMÍREZ
Magistrado ponente

STC9177-2019
Radicación N.º 11001-22-03-000-2019-00875-01
(Aprobado en sesión de diez de julio dos mil diecinueve)

Bogotá, D. C., once (11) de julio de dos mil diecinueve  (2019).

	Decide la Corte la impugnación formulada respecto del fallo proferido el treinta y uno de mayo de dos mil diecinueve por la Sala Civil del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, en la tutela promovida por Inversiones Trout Lastra S.A.S. contra el Tribunal de Arbitramento del Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, conformado para dirimir la controversia que se presentó entre Chevron Petrleum Company y la accionante, actuación a la que se vinculó a las partes e intervinientes en el proceso objeto de la queja constitucional.
   
I. ANTECEDENTES

A. La pretensión

La entidad accionante solicitó el amparo de su derecho fundamental al debido proceso, que estima vulnerado por la parte accionada dentro de la demanda arbitral adelantada Chevron Petroleum Company en su contra, toda vez que no debió ser admitida, pues los árbitros no estaban habilitados para conocer ese asunto, ya que previo a convocarlos se debió llevar a cabo una negociación entre las partes, pero ésta no se realizó. 

	En consecuencia, la entidad quejosa solicita que se dejen sin valor ni efecto todas las decisiones dictadas dentro del proceso arbitral y en consecuencia se ordene a Chevron Petroleum Company, cumplir con el procedimiento previo que se pactó para integrar el tribunal de arbitramento. [Folios 32 a 39, C. 1]

B. Los hechos

1. Chevron Petroleum Company promovió demanda arbitral contra la entidad acá accionante. El 23 de abril del año en curso, a través del auto No. 1 se declaró legalmente instalado el Tribunal de Arbitramento; en decisión No. 2 se resolvió, entre otras cosas, «Sin perjuicio de lo que se decida sobre su competencia en la oportunidad procesal pertinente, y de conformidad con lo previsto en el inciso quinto del artículo 20 de la ley 1563 de 2012, admitir la demanda presentada …». [Folios 4 a 15, C. 1]

2. Notificada la quejosa, interpuso el recurso de reposición contra el auto admisorio, de esta manera solicitó revocar la decisión recurrida y en su lugar rechazar la demanda. Como sustento de lo peticionado adujo que el Tribunal de Arbitramento accionado no estaba habilitado para conocer el asunto puesto a consideración, ya que previo a convocarlos se debió llevar a cabo una negociación entre las partes, pero ésta no se realizó. [Folios 4 a 15, C. 1]

3. El Tribunal por medio de auto No. 3 de 10 de mayo de 2019 determinó que no había lugar a reponer la decisión objeto de censura, tras concluir que el tema relacionado con la legalidad de la cláusula arbitral debe ser analizado en etapa procesal posterior, de acuerdo a lo previsto en el artículo 30 de la ley 1563 de 2012.

Señaló además, que en el auto recurrido, se estableció que para la admisión de la demanda se examina el cumplimiento de los requisitos previstos en el Código General del Proceso y que existan las cláusulas compromisorias invocadas por la parte actora, presupuestos que acá se acataron.

Sobre la falta de agotamiento de la etapa de negociación directa que se expone, sin perjuicio de las pruebas que se practiquen respecto a esta materia, en este estado del proceso no puede privarse a las partes del derecho de acceder a la justicia. [Folios 22 a 27, C. 1]
  
4. En relación con la anterior determinación la entidad tutelante solicitó aclaración, la que fue negada en providencia No. 4 de 17 de mayo de 2019. [Folios 28 a 37, C. 1]
  
5. La accionante acude a esta vía, para que se proteja su derecho al debido proceso, que estima vulnerado por la parte convocada dentro de la demanda arbitral adelantada Chevron Petroleum Company en su contra, toda vez que considera que ésta no debió ser tramitada, pues los árbitros no estaban habilitados para conocer ese asunto, ya que si bien en las cláusulas décimo cuarta y décimo sexta del contrato de suministro de combustibles a distruidor minorista No. 26/11/Roro Estación de Servicio Agua Dulce, se consagró la integración de un tribunal de arbitramento ante la existencia de un conflicto legal, lo cierto es que de manera previa a ello, también se fijó como requisito previo la celebración de un acuerdo directo entre las partes, el que no se efectuó, situación invocada al interponerse el recurso de reposición contra el auto admisorio, pero que no fue tenida en cuenta por el Tribunal. 

C. El trámite de la primera instancia

1. El 23 de mayo de 2019 se admitió la tutela y se ordenó el traslado a todos los involucrados para que ejercieran su derecho a la defensa. [Folio 41, c. 1]

2. La Presidente del Tribunal de Arbitramento convocado remitió en medio magnético el expediente que contiene el proceso arbitral e informó que se comunicó sobre la existencia de la acción a las partes dentro del proceso cuestionado. [Folios 54 y 55, c. 1]

3. El Apoderado de Chevron Petreoleum Company manifestó que el amparo no cumple con el requisito de subsidiariedad, toda vez que al momento de admitirse la demanda el Tribunal no estudia si es competente o no para tramitarla, sino que solo se establece si se cumplen los requisitos legales que debe contener el libelo, de acuerdo a lo previsto en el Código General del Proceso, pues el análisis del presupuesto de la competencia es un tema que se examina en la primera audiencia de trámite, que se encuentra regulada en el artículo 20 y 30 de la ley 1563 de 2012, de hecho eso fue precisado en el auto admisorio. Además destacó que las providencias dictadas en el proceso arbitral no lucen arbitrarias, ni irrazonables. [Folios 56 a 64 c.1]

4. El Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio dijo que una vez se instaló el Tribunal de Arbitramento, cesaron sus funciones en lo relativo al proceso, por tanto cualquier cuestionamiento relacionado con las decisiones que se dicten en la actuación debe ser dirigido contra los árbitros designados para dirimir el conflicto. [Folios 69 a 71 c.1]

5. En sentencia de 31 de mayo de 2019, el fallador de instancia desestimó la protección invocada, al considerar que al encontrarse en trámite el proceso arbitral, allí es donde se definirá, dentro de la audiencia inicial sobre la competencia de los árbitros, etapa que aún no se ha surtido, lo que hace prematuro cualquier reclamo al respecto, mientras no se desate de manera definitiva ese punto. [Folios 72 a 74, c. 1]

6. Inconforme con esta determinación, la entidad promotora de la queja la impugnó, para ello insiste en que si bien en la demanda arbitral se hace referencia a un pacto, éste podrá considerarse solo como tal a partir del instante que se concluya un procedimiento conciliatorio previo, por tanto mientras no se agote tal etapa, considera que no hay pacto. [Folios 95 y 96, c. 1]
  
II. CONSIDERACIONES

1. Las decisiones de los árbitros equivalen a una determinación jurisdiccional, «cuyo origen es la voluntad de las partes, reconocida por el Estado en la propia Constitución y que, se somete también al deber de respetar garantías constitucionales» (C.C. T-186 de 2015).

Tales pronunciamientos son, por regla general, ajenos al examen propio de la tutela, a menos que resulten notoriamente arbitrarios, esto es, producto de la mera liberalidad, a tal punto que configuren una «vía de hecho», y bajo los presupuestos de que se acuda dentro de un término razonable a ésta y no se tengan ni hayan desaprovechado otros caminos para conjurar la lesión.

2. De otro lado, se debe precisar que cuando el artículo 86 de la Carta Política creó la tutela como un procedimiento preferente y sumario al alcance del ciudadano, para reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales en caso de que éstos fueran vulnerados o amenazados por la actuación o la omisión de cualquier autoridad pública, lo hizo bajo la insoslayable premisa de que no dispusiera el afectado de «otro medio de defensa judicial», salvo que se utilizara como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En ese orden, debe recordarse que el amparo constitucional se caracteriza por la prevalencia del principio de la subsidiariedad, ya que sólo procede ante la ausencia de un instrumento jurídico eficaz para la defensa oportuna del derecho objeto de violación o amenaza, y por lo tanto, no puede considerársele como un mecanismo alternativo o adicional del presunto afectado con la vulneración, pues su finalidad no consiste en reemplazar los trámites establecidos por el legislador para la protección de los derechos de los ciudadanos.

En armonía con esos postulados, el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, estableció las causales de improcedencia de la acción, entre las cuales se destaca la existencia de «otros recursos o medios de defensa judicial», dejando a salvo igual principio al consagrado por el Constituyente respecto a que se utilizara como protección provisional, advirtiendo, eso sí, que la existencia de esos medios sería apreciada «en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante». 

3. En el caso que se somete a examen, la acción constitucional se revela improcedente, por cuanto se evidencia que el trámite arbitral se encuentra en su etapa inicial y, dentro del mismo, la sociedad accionante puede invocar la inconformidad que alega mediante esta vía, relacionada con la admisión del libelo, una vez se inicie la primera audiencia de trámite, pues de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 de la ley 1563 de 2012 en tal diligencia, el Tribunal de Arbitramento «resolverá sobre su propia competencia para decidir de fondo la controversia mediante auto que solo es susceptible de recurso de reposición». Sobre este punto la Sala ha expuesto:

[«(…) lo pretendido por la parte accionante en relación con la actividad que cumplió el Tribunal de Arbitramento (…), corresponde a una temática de carácter legal que, por virtud de lo dispuesto por el inciso 3º del artículo 86 de la Constitución Política, en concordancia con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, resulta improcedente debatir en el escenario de la acción de tutela, dado que para dilucidar una cuestión del mencionado temperamento, ajena, se reitera, a la órbita de los derechos fundamentales, el ordenamiento jurídico consagró otros mecanismos idóneos para ese singular designio, tales como el recurso extraordinario de anulación (CSJ STC, 25 ene. 2013, rad. 00036-00, reiterada en STC4253-2016, 7 abr. 2016; STC5421-2017 21 abr. 2017 y STC12703-2017 22 ago. 2017).

En tal sentido, no es posible estructurar una vía de hecho en sede constitucional cuando la actuación apenas se encuentra en la etapa inicial y el Tribunal de Arbitramento puede eventualmente adoptar las medidas a que haya lugar en caso de que advierta que en realidad no es competente para conocer de la demanda. 

Lo anterior, en razón a que la acción de tutela no puede remplazar la función asignada a las autoridades competentes para desatar la controversia, máxime cuando, se reitera, el Arbitramento apenas está iniciando.
  
Dicha situación, permite concluir que la entidad quejosa acudió de forma apresurada al amparo constitucional, tornando, en consecuencia, improcedente la protección reclamada, pues sin haberse definido aún tal planteamiento de manera definitiva por parte del Tribunal convocado, inapropiado resulta acudir a este mecanismo excepcional, so pretexto de una posible negativa frente al punto. 

Recuérdese que la acción de tutela es un medio subsidiario llamado a aplicarse sólo cuando en el escenario natural del respectivo trámite judicial no logran protegerse los derechos fundamentales invocados, pero en ningún momento puede entenderse como un mecanismo instituido para desplazar a los funcionarios a quienes la Constitución o la ley les han asignado la competencia para resolver las controversias judiciales, porque ese supuesto conduciría a invadir su órbita de acción y a quebrantar la Carta Política.

En punto de lo anterior, esta Corporación ha sostenido:

(…) el amparo constitucional solicitado se torna improcedente, en virtud de que,… en tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial de protección es, por excelencia, el proceso y, por lo tanto, a nadie le es dable quejarse por la hipotética vulneración de sus derechos fundamentales, si gozó y aún cuenta con la oportunidad de controvertir las decisiones de las que hoy discrepa…. Por lo demás, es palmario que la tutela no es un mecanismo que se pueda activar, según la discrecionalidad del interesado, para tratar de rescatar las oportunidades perdidas, como tampoco para reclamar prematuramente un pronunciamiento del juez constitucional, que le está vedado, por cuanto no puede arrogarse anticipadamente facultades que no le corresponden, con miras a decidir lo que debe resolver el funcionario competente …para que de una manera rápida y eficaz se le proteja el derecho fundamental al debido proceso’, pues, reitérase, no  es este un instrumento del que pueda hacer uso antojadizamente el interesado, ni mucho menos para eludir el que de manera específica señale la ley. (CSJ STC 22  feb. 2010, rad. 00312-01, citado en STC 11. Jul. 2013, rad, 000183-01).

Asimismo, la Corte Constitucional en un caso similar al que acá se analiza expuso en sentencia SU-656 de 2017 lo siguiente: 

(…) La actuación cuestionada en sede de tutela es un auto proferido por el tribunal de arbitramento (…) No obstante, debe tenerse en cuenta que la decisión del tribunal se produjo en un estado inicial de admisión, por lo que no constituye una decisión definitiva, puesto que, tal como se advirtió en el auto atacado, en el respectivo laudo arbitral se adoptaría una decisión de fondo basada en el estudio de todo el material probatorio aportado al trámite, decisión contra la que procede el recurso extraordinario de anulación.

4. Pese a lo anterior, si se hiciera abstracciones de los anteriores planteamientos, se debe resaltar que en el auto No. 3 dictado el 10 de mayo de 2019 por parte del Tribunal de Arbitramento accionado, mediante el cual se resolvió la reposición propuesta por la entidad accionante contra la decisión mediante la cual se admitió el proceso arbitral, no luce arbitrario, ni irracional, pues allí se determinó que: 

…, que los argumentos planteados por la convocada se dirigen, por una parte, a determinar si la cláusula compromisoria aducida por la demandante cumplen o no con lo dispuesto en el artículo 4 de la ley 1563 de 2012 y si puede ser invocada para que este Tribunal se pronuncie sobre las pretensiones contenidas en la demanda presentada.

De modo general, el Tribunal advierte que los asuntos en cuestión atañen al pronunciamiento que sobre su propia competencia debe hacer en etapa procesal posterior, en los términos del artículo 30 de la ley 1563 de 2012 y de los artículos 2.41 y 2.42 del Reglamento del Centro de Arbitraje y Conciliación; se trata por tanto de cuestiones que no responde resolver en este estado del proceso.

Como se precisó en el auto recurrido, en los términos del artículo 2.33 del Reglamento del Centro de Arbitraje y Conciliación, para la admisión de la demanda el Tribunal examina que aquella cumpla con los requisitos formales previstoas en los artículo 82, 83, 84, 88 y 90 del Código General del Proceso y que existan las cláusulas compromisorias invocadas por el demandante, requisitos estos que, desde el punto de vista formal, fueron verificados por el Tribunal y se encuentran satisfechos en la demanda presentada. En cuanto a las cláusulas compromisorias invocadas encuentra el Tribunal que estos pactos arbitrales en efecto están contenidos en los documentos aducidos, sin perjuicio del pronunciamiento que en la primera audiencia de trámite se haga sobre las objeciones a los pactos arbitrales y su oponibilidad.

Es lo que se refiere a la alegada falta de agotamiento de la etapa de negociación directa que expone la convocada, se considera que sin perjuicio de lo que lleguen a arrojar las pruebas que se practiquen respecto de esta materia y de las eventuales consecuencias que se pueda derivar de la conducta de las partes al respecto, en este estado del proceso no puede privarse a aquellas del derecho a acceder a la justicia, mediante la invocación de una presunta falta de agotamiento de requisitos de procedibilidad. Por consiguiente, al amparo del artículo 13 del Código General del Proceso, en este estado del proceso, se considera que con independencia de lo estipulado por las partes respecto de una eventual etapa de negociación y de lo que se haya ejecutado, debe prevalecer el derecho de acceder a la justicia y, por consiguiente, no se revocará el auto admisorio.

5. Visto lo anterior, la decisión mediante la cual se resolvió el recurso de reposición propuesto contra el auto que admitió el libelo, no se evidencia infundada ni irrazonable, pues se sustentó en la normatividad aplicable al asunto, concretamente en el artículo 30 de la ley 1563 de 2012 y en los artículos 82, 83, 84, 88 y 90 del Código General del Proceso y en los documentos allegados con la demanda, mediante los cuales se evidenció la existencia de la cláusula compromisoria que le otorgaba competencia al Tribunal de Arbitramento accionado, con una apreciación conjugada con las reglas de la sana crítica. Por tanto, es incontestable que no transgrede el derecho fundamental al debido proceso de la parte accionante. 

6. Las razones que se dejaron consignadas se estiman suficientes para confirmar el fallo cuestionado.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia impugnada.

Comuníquese lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito, de los fallos emitidos en este trámite, envíese copia al promotor del amparo a su correo; y, en su oportunidad, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
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Presidente de Sala
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